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En el Informe Jurídico se analiza un Procedimiento Administrativo Sancionador 

de Protección al Consumidor. El procedimiento fue iniciado de oficio por la 

Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI sede Lima Norte en 

contra de la empresa Aerovías del Continente Americano S.A. Sucursal Perú 

– Avianca, por presunta infracción a la Ley N° 29571, Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. De acuerdo a la imputación formulada por la 

Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI 

sede Lima Norte, Aerovías del Continente Americano S.A. Sucursal Perú – 

Avianca habría demorado, reprogramado y cancelado el servicio de transporte 

aéreo de veintidós (22) vuelos programados durante el 2015, situación que 

constituiría una presunta infracción al deber de idoneidad previsto en el artículo 

18° y 19° de la Ley 29571. La administrada, Aerovías del Continente 

Americano S.A. Sucursal Perú – Avianca, realizó sus descargos manifestando 

que los vuelos materia de imputación en el procedimiento fueron demorados, 

reprogramados y cancelados por causas no imputables. Asimismo, indicó que 

la eventual cancelación reprogramación o demora de un vuelo, no debe 

considerarse per sé como una infracción al deber de idoneidad, pues debe 

analizarse previamente los motivos de tales cancelaciones y las acciones de 

remedio adoptadas por el proveedor. El expediente analizado contiene 

materias jurídicas relevantes tales como el concepto de ruptura de nexo 

causal, prescripción del procedimiento, deber de idoneidad de los proveedores 

de servicio de transporte aéreo, la responsabilidad administrativa del 

proveedor, graduación de la sanción pecuniaria, entre otros; para lo cual se 

llevó a cabo la revisión de normas, doctrina y jurisprudencia en materia de 

Derecho del Consumidor y Derecho Administrativo.  

La Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI sede Lima Norte 

resolvió sancionar a la empresa administrada con 23 UIT. La Sala 

Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI, ante el recurso de 

apelación presentado por la empresa administrada, resolvió declarar la nulidad 

de la resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor y ordenó 

el archivo del procedimiento en la medida que la potestad sancionadora de la 

autoridad administrativa había prescrito a la fecha de emisión de la resolución 

apelada. 



 

Índice  
 

INFORME JURÍDICO DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO PARA OPTAR EL TÍTULO 

PROFESIONAL DE ABOGADA ........................................................................................................ 1 

I. RELACION DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO ................................................................................ 2 

1.3 Requerimiento de información técnica a la Dirección General de Aeronáutica Civil .............. 3 

1.4 Respuesta de la Dirección General de Aeronáutica Civil ......................................................... 4 

1.5 Absolución de información remitida por la Dirección General de Aeronáutica Civil .............. 4 

1.6 Informe Final de Instrucción ..................................................................................................... 4 

1.7 Observaciones al Informe de Instrucción .................................................................................. 6 

1.8 Resolución Final 277-2018/ILN-CPC emitida por la Comisión de Protección al Consumidor 

del INDECOPI sede Lima Norte (Comisión – Primera instancia) ........................................................ 7 

1.9 Apelación de Avianca contra la Resolución Final emitida por la Comisión: ........................... 8 

1.10 Resolución final emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI (segunda instancia): ........................................................................................................... 9 

II. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL.................... 10 

2.1 ¿El INDECOPI es la entidad competente para pronunciarse sobre casos en los que se analice 

la responsabilidad del proveedor de servicio de transporte aéreo ante el incumplimiento de itinerarios 

de vuelos? ............................................................................................................................................ 11 

2.2 Sobre el deber de idoneidad: ¿Qué criterios deben seguir los órganos resolutivos del 

INDECOPI para determinar si un proveedor de servicio de transporte aéreo es responsable 

administrativamente por el incumplimiento de itinerarios de vuelo? ................................................. 11 

2.3 ¿Correspondía que la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI 

declare la prescripción en el presente caso, aplicando lo establecido en la Ley 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General? ............................................................................................. 12 

III. ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE ..... 12 

3.1 ¿El INDECOPI es la entidad competente para pronunciarse sobre casos en los que se analice 

la responsabilidad del proveedor de servicio de transporte aéreo ante el incumplimiento de itinerarios 

de vuelos? ............................................................................................................................................ 12 

3.2 Sobre el deber de idoneidad: ¿Qué criterios deben seguir los órganos resolutivos del 

INDECOPI para determinar si un proveedor de servicio de transporte aéreo es responsable 

administrativamente por el incumplimiento de itinerarios de vuelo? ................................................. 17 

3.3 ¿Correspondía que la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI 

declare la prescripción en el presente caso, aplicando lo establecido en la Ley 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General? ............................................................................................. 22 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS ................................................................................ 25 

V. CONCLUSIONES ...................................................................................................................... 28 

VI. BIBLIOGRAFÍA .................................................................................................................... 29 

VII. ANEXOS ................................................................................................................................ 30 

 



 

I. RELACION DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1 Resolución de inicio del procedimiento administrativo sancionador: 

1.1.1 Con fecha 10 de abril de 2017, en el marco de sus actividades de supervisión 

y fiscalización de la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al 

Consumidor del INDECOPI (en adelante, la Secretaría Técnica) sede Lima 

Norte, y en base a las actas de inspección levantadas durante dicha actividad, 

se emitió el Informe 085-2017/ILN-CPC, a través del cual puso en 

conocimiento de la Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI 

sede Lima Norte (en adelante, la Comisión) los resultados de la investigación 

4-2015/ILN-CPC iniciada de oficio en contra de la empresa Aerovías del 

Continente Americano S.A. Sucursal Perú (en adelante, Avianca), a efectos de 

verificar si el servicio de transporte aéreo que ofrece se encontraba de acuerdo 

a lo dispuesto por la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del 

Consumidor (en adelante, el Código). 

1.1.2 Imputación de cargos: Mediante Resolución 333-2017/ILN-CPC de fecha 12 

de abril de 2017, la Comisión dispuso el inicio de un procedimiento 

administrativo sancionador en contra de Avianca por posibles vulneraciones a 

lo dispuesto en el artículo 19 del Código, en tanto dicho proveedor habría 

demorado, reprogramado y cancelado el servicio de transporte aéreo de 

veintidós (22) vuelos programados durante el 2015, situación que constituiría 

una presunta infracción al deber de idoneidad. 

1.2 Descargos de Avianca  

1.2.1 Con fecha 19 de junio de 2017, Avianca presentó sus descargos, señalando 

principalmente lo siguiente:  

• Los vuelos materia de imputación en el procedimiento fueron 

demorados, reprogramados y cancelados por causas no imputables, tales 

como circunstancias imprevistas, fuerza mayor o caso fortuito, motivo 

por el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 104 del 



 

Código que establece los supuestos en los que el proveedor es exonerado 

de responsabilidad, debía declararse infundada la imputación formulada 

en su contra.  

 

• Que, la eventual cancelación reprogramación o demora de un vuelo, no 

debe considerarse per sé como una infracción al deber de idoneidad, pues 

debe analizarse previamente los motivos de tales cancelaciones y las 

acciones de remedio adoptadas por el proveedor.  

 

• Finalmente, el Avianca indica que no recibió reclamo o denuncia alguna 

por parte de los consumidores presuntamente afectados por el 

incumplimiento de itinerarios de los vuelos materia de imputación.  

 

• Se ofreció como medios probatorios los siguientes documentos: 

1. Archivo en formato Excel en el cual se detalla las medidas de 

protección brindadas a los pasajeros.  

2. Copia de los informes remitidos a la Dirección General de 

Aeronáutica Civil en el que se detallan los motivos que originaron 

las cancelaciones o demoras de los vuelos imputados.  

3. Copias de las bitácoras de las aeronaves, las cuales contienen 

información sobre los motivos que originaron las cancelaciones o 

demoras de los vuelos imputados.  

 

1.3 Requerimiento de información técnica a la Dirección General de 

Aeronáutica Civil 

1.3.1 Mediante Oficio de fecha 17 de agosto de 2017, la Secretaría Técnica solicitó 

a la Dirección General de Aeronáutica Civil (en adelante, la DGAC) precisar 

el procedimiento y/o protocolo seguido para determinar la existencia de 

eventos imprevisibles y fortuitos en los vuelos objeto del procedimiento y, 

acorde al referido procedimiento y/o protocolo, detallar si las circunstancias 

alegadas por Avianca constituían un evento imprevisible o fortuito.  



 

1.3.2 Asimismo, solicitó a la DGAC remitir una copia del Informe de dificultades 

de servicio que Avianca haya presentado con respecto a los vuelos bajo estudio 

o, en su defecto, el documento que acredite el reporte del incidente.  

 

1.4 Respuesta de la Dirección General de Aeronáutica Civil 

1.4.1 Con fecha 27 de setiembre de 2017, mediante Oficio 1012-2017-MTC/12.04, 

la DGAC dio respuesta a la solicitud formulada por la Secretaría Técnica, 

señalando que: 

• La información solicitada por la Secretaría Técnica debía ser requerida 

directamente a Avianca. 

• En la operación aeronáutica civil el principio fundamental es la 

seguridad operacional, siendo el bien jurídico protegido la vida de los 

pasajeros y tripulación, motivo por el cual es preferible que un vuelo se 

retrase, demore o cancele cuando existan observaciones por 

mantenimiento o de carácter operacional, hechos fortuitos o causas de 

fuerza mayor.  

 

1.5 Absolución de información remitida por la Dirección General de 

Aeronáutica Civil 

1.5.1 Con fecha 12 de octubre de 2017, Avianca presentó un escrito señalando que 

no se encontraba de acuerdo con lo indicado por la DGAC en lo referido a la 

negativa de remitir una copia del Informe de Dificultades de Servicio sin 

señalar sustento jurídico alguno, lo cual vulneraría el principio de 

interoperabilidad entre las entidades de la Administración Pública, motivo por 

el cual correspondía que la Secretaría Técnica reitere su solicitud de 

información en aplicación de los principios de impulso de oficio y verdad 

material.  

 

1.6 Informe Final de Instrucción 

 

1.6.1 Con fecha 2 de febrero de 2018, la Secretaría Técnica emitió el Informe Final 

de Instrucción 12-2018/ILN-CPC, ello en cumplimiento de lo dispuesto en el 



 

artículo 253 del Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General (en adelante, el TUO de la LPAG), a 

través del cual determinó lo siguiente:  

 

• Sobre los criterios para la acreditación del defecto: la actividad probatoria 

debía estar orientada a verificar que: (i) la aerolínea es titular de las 

operaciones imputadas y que (ii) las operaciones imputadas fueron 

canceladas, reprogramadas o demoradas, pues en virtud a ello se 

determinará si corresponde o no imponer una sanción. Asimismo, señaló 

que considera razonable requerir colaboración a otras entidades 

únicamente cuando no sea factible obtener la información de las partes del 

procedimiento, esto es, cuando la misma no pueda ser aportada por 

Avianca.  

• Sobre la responsabilidad de Avianca: Los incumplimientos de itinerarios 

de vuelo por parte de las aerolíneas, en la medida que no satisfacen las 

expectativas generadas en los consumidores, configuran un servicio falto 

de idoneidad. Por tal motivo, el proveedor únicamente podrá librarse de 

responsabilidad si logra acreditar que tal defecto no le es imputable, esto 

es, que no es un defecto incorporado al servicio como consecuencia de las 

actividades involucradas en poner el mismo al alcance del consumidor. 

• Sobre las acciones realizadas por las aerolíneas para mitigar los efectos del 

incumplimiento de las condiciones ofrecidas a los pasajeros no eximen de 

responsabilidad administrativa, configurándose tales medidas como 

obligaciones legales frente a servicios de transporte aéreo no idóneo.  

• Sobre el vuelo 830 ruta Lima – Cusco del 01 de julio de 2015: Avianca 

no contaba con legitimidad para obrar pasiva respecto al vuelo 830 ruta 

Lima – Cusco, en la medida que el vuelo imputado, de acuerdo al Acta de 

Inspección 237-2015/AZN, se advierte que el vuelo que debía ser 

cuestionado es el vuelo con ruta Cusco – Lima. 

• Si bien Avianca indicó que las cancelaciones y demoras fueron 

ocasionadas por causas imprevisibles que escapaban de su esfera de 

control, ello no había sido acreditado, motivo por el cual se habría 

verificado la responsabilidad del proveedor.  



 

• Correspondía ordenar en calidad de medida correctiva que, en el plazo de 

treinta (30) días hábiles, Avianca cumpla con devolver el costo de los 

pasajes a los consumidores afectados, el cual debía realizarse sin 

requerimiento previo y solo respecto de los consumidores que adquirieron 

el pasaje, registraron su embarque y no pudieron viajar. 

• Correspondía sancionar a Avianca con 23 UIT y 7 amonestaciones.  

 

1.7 Observaciones al Informe de Instrucción 

1.7.1 Mediante escrito del 13 de febrero de 2018, Avianca formuló 

observaciones al Informe Final de Instrucción 012-2018/ILN-CPC 

indicando lo siguiente: 

 

• La Secretaría Técnica sustentó el Informe Final de Instrucción únicamente 

en el contenido de las Actas de Inspección, lo cual resultaría contrario a 

los principios de presunción de licitud, verdad material e impulso de 

oficio.  

 

• La obligación legal de los proveedores consiste en solucionar, bajo las 

reglas de la garantía implícita o explícita que sea aplicable al caso en 

concreto, las fallas o desperfectos que puedan presentarse, motivo por el 

cual correspondía evaluar la conducta de Avianca luego de haber tomado 

conocimiento de las fallas o defectos en el servicio prestado, es decir, las 

soluciones y medidas de protección otorgadas a los pasajeros.  

 

• La Secretaría Técnica no consideró los supuestos de ruptura de nexo 

causal que operaron en el procedimiento, lo cual liberan a Avianca de 

responsabilidad.  

 

• La medida correctiva sugerida por la Secretaría Técnica tiene naturaleza 

indemnizatoria, la cual no puede ser ordenada por el INDECOPI. 

 

• La sanción sugerida por la Secretaría Técnica no ha sido determinada 



 

respetando los criterios de graduación aplicables, no se encuentra 

debidamente motivada y vulnera el principio de razonabilidad.  

 

1.8 Resolución Final 277-2018/ILN-CPC emitida por la Comisión de Protección 

al Consumidor del INDECOPI sede Lima Norte (Comisión – Primera 

instancia) 

 

1.8.1 Mediante Resolución 277-2018/ILN-CPC de fecha 28 de marzo de 2018, la 

Comisión resolvió sancionar a Avianca con una multa de 23 UIT por haberse 

acreditado una infracción al deber de idoneidad previsto en el artículo 19 del 

Código, en tanto se verificó que el proveedor canceló y demoró la salida de 21 

vuelos. Los fundamentos de dicha resolución fueron los siguientes:  

 

• Sobre la suficiencia probatorias de las actas de inspección: La actuación 

del órgano instructor se realizó respetando los principios establecidos en 

la LPAG, motivo por el cual estas resultan válidas.  

• Sobre el principio de impulso de oficio: El citado principio no implica, 

necesariamente, contar con determinada información, sino la ejecución de 

acciones orientadas a obtenerla, lo cual fue realizado en el procedimiento 

por parte de la Secretaría Técnica al requerir determinada información a 

la DGAC.  

• Sobre la idoneidad del servicio: Las medidas de protección (garantías 

legales) otorgadas no eximen de responsabilidad al administrado, en tanto 

estas constituyen medidas posteriores al incumplimiento del servicio, 

pues Avianca debía transportar a los consumidores de conformidad a lo 

ofrecido y acordado. 

• Respecto al vuelo 830, ruta Lima – Cusco del 01 de julio de 2015: Avianca 

no contaba con legitimidad para obrar pasiva respecto al vuelo 830 ruta 

Lima – Cusco, en la medida que el vuelo imputado, de acuerdo al Acta de 

Inspección 237-2015/AZN, se advierte que el vuelo que debía ser 

cuestionado es el vuelo con ruta Cusco – Lima. 

• De la revisión y análisis de los medios probatorios presentados por 

Avianca, no fue posible determinar la falta de responsabilidad del 



 

proveedor al respecto, en tanto no se logró acreditar un supuesto de 

ruptura de nexo causal que lo exima de responsabilidad, motivo por el que 

se verificó la responsabilidad del administrado.  

• Ordenó como medida correctiva que, en el plazo de treinta (30) días 

hábiles, Avianca cumpla con devolver el costo de los pasajes a los 

consumidores afectados, el cual debía realizarse sin requerimiento previo 

y solo respecto de los consumidores que adquirieron el pasaje, registraron 

su embarque y no pudieron viajar. 

 

1.9 Apelación de Avianca contra la Resolución Final emitida por la Comisión: 

 

1.9.1 Con fecha 02 de mayo de 2018 Avianca interpuso recurso de apelación 

alegando los siguientes argumentos: 

 

• La Comisión sustentó la resolución impugnada en el contenido de las 

Actas de Inspección, lo cual resultaría contrario a lo dispuesto por los 

principios de presunción de licitud, verdad material e impulso de oficio.  

 

• Correspondía que la Comisión, a efectos de evaluar si la prestación del 

servicio de transporte aéreo fue idóneo: a) tenga certeza sobre los hechos 

o circunstancias que generaron las demoras o cancelaciones en los vuelos 

materia de análisis; y, b) constate el cumplimiento de los remedios 

establecidos en las normas sectoriales (Ley de Aeronáutica Civil y 

Decisión Andina 619), lo cual no ocurrió en el caso.  

 

• La Comisión no consideró los supuestos de ruptura de nexo causal al 

emitir la resolución de primera instancia. Asimismo, debió considerar que 

Avianca no puede poner en riesgo la vida y salud de los pasajeros 

trasladándolos bajo circunstancias no adecuadas.  

 

• La Comisión debió considerar que la capacidad del Aeropuerto 

Internacional Jorge Chávez es limitada debido al déficit de infraestructura 

con el que cuenta, lo cual ocasiona problemas de congestión, lo que, a su 



 

vez, termina por afectar la prestación adecuada de los servicios que 

proveen los transportistas aéreos.  

 

• A nivel mundial, no resulta posible cumplir al 100% los itinerarios de 

vuelo pactados.  

 

• El INDECOPI no cuenta con competencia para conocer el caso, en tanto 

la entidad competente es la DGAC.  

 

• La medida correctiva ordenada por la Comisión es de naturaleza 

indemnizatoria, la cual no puede ser ordenada por el INDECOPI. 

 

• La multa impuesta por la Comisión no ha sido determinada respetando los 

criterios de graduación correspondientes, no ha sido debidamente 

motivada, vulnera los principios de razonabilidad y proporcionalidad y no 

ha considerado las medidas de protección otorgadas a los pasajeros como 

una circunstancia atenuante.  

 

1.10 Resolución final emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

del INDECOPI (segunda instancia): 

 

1.10.1 Mediante Resolución 3540-2018/SPC-INDECOPI de fecha 17 de diciembre 

de 2018, la Sala resolvió declarar la nulidad de la resolución 277-2018/ILN-

CPC emitida por la Comisión que halló responsable a Avianca y, en 

consecuencia, dispuso el archivo del procedimiento administrativo 

sancionador respecto de los 21 vuelos materia de apelación, en la medida que 

la potestad sancionadora de la autoridad administrativa había prescrito a la 

fecha de emisión de la resolución apelada. Los fundamentos de dicha 

resolución fueron los siguientes: 

 

• De conformidad con lo establecido en el artículo 89 del TUO de la 

LPAG, para continuar con la tramitación de un procedimiento, la 

autoridad administrativa debe, de oficio, asegurarse de su propia 



 

competencia, lo cual implica que la administración verifique los 

requisitos de procedencia, siendo ello uno de los presupuestos 

fundamentales para analizar el fondo de una controversia.  

• El artículo 121 del Código establece que la acción para sancionar 

infracciones de dicha norma prescribe a los dos (2) años de cometidos 

dichos ilícitos o desde que cesaron de ser infracciones continuadas, 

siendo que, de acuerdo a lo señalado en el artículo 250 del TUO de la 

LPAG, el cómputo del plazo de prescripción solo se suspende con el 

inicio del procedimiento a través de la notificación al administrado de 

los hechos constitutivos de infracción que le sean imputados a título de 

cargo.  

• Asimismo, en aplicación del artículo 250 del TUO de la LPAG, luego de 

que el plazo de prescripción se encuentre suspendido, este se reanuda 

inmediatamente si el trámite del procedimiento se mantuviera paralizado 

por más de veinticinco (25) días hábiles, por causas no imputables al 

administrado.  

• Se verificó que el procedimiento se encontró suspendido por más de 

veinticinco (25) días hábiles por causa no imputable a Avianca, motivo 

por el cual la potestad sancionadora del INDECOPI para pronunciarse 

sobre 21 vuelos materia de apelación había prescrito al momento en que 

se emitió la resolución recurrida.   

• Llamó la atención de la Secretaría Técnica de la Comisión por la demora 

injustificada en la tramitación del procedimiento, generando que la 

potestad sancionadora de la autoridad administrativa prescribiera.  

• Dejó sin efecto la medida correctiva ordenada, la sanción impuesta y la 

inscripción de Avianca en el Registro de Infracciones y Sanciones del 

INDECOPI  

 

II. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL 

  EXPEDIENTE

  

Los principales problemas jurídicos del presente expediente son los siguientes: 



 

 

2.1  ¿El INDECOPI es la entidad competente para pronunciarse sobre casos en los 

que se analice la responsabilidad del proveedor de servicio de transporte aéreo 

ante el incumplimiento de itinerarios de vuelos? 

El artículo 105 del Código, dispone que el INDECOPI es la autoridad competente 

para conocer infracciones en materia de protección al consumidor, la cual solo puede 

ser negada cuando haya sido asignada a otro organismo por una norma expresa con 

rango de ley. 

en materia de transporte aéreo de pasajeros, para regular, supervisar, fiscalizar y 

sancionar actividades aeronáuticas civiles, es importante tener en cuenta que dichas 

facultades se encuentran asignadas a la DGAC, ello de conformidad con lo establecido 

en la Ley 27261, Ley de Aeronáutica Civil del Perú, ello de conformidad con lo 

establecido en el artículo 9 de dicha norma 

Por su parte, la Ley 27261, Ley de Aeronáutica Civil del Perú (en adelante, Ley de 

Aeronáutica Civil), establece que la DGAC es la entidad competente para regular, 

supervisar, fiscalizar y sancionar actividades aeronáuticas civiles.  

Por tal razón, resulta necesario analizar si el INDECOPI cuenta con las facultades 

necesarias para sancionar a los transportistas aéreos por incumplir los itinerarios de 

vuelo programados.  

 

2.2 Sobre el deber de idoneidad: ¿Qué criterios deben seguir los órganos resolutivos 

del INDECOPI para determinar si un proveedor de servicio de transporte aéreo 

es responsable administrativamente por el incumplimiento de itinerarios de 

vuelo? 

 

De acuerdo a lo indicado por la Comisión en la resolución de primera instancia, dada 

la naturaleza del servicio y la regulación que lo rige, el respeto de los horarios de 

vuelo constituye una condición básica para su prestación, de allí que el retraso en la 

salida o cancelación del vuelo configura un servicio no idóneo, motivo por el cual, 

por regla general, los incumplimientos de los itinerarios de vuelos configuran un 

servicio falto de idoneidad.  

 



 

No obstante, es importante tener en consideración que existen motivos por los cuales 

el incumplimiento por parte del proveedor no le puede ser atribuido, además, las 

normas sectoriales establecen determinadas facultades que implicarían la exención de 

responsabilidad de estos, los cuales se analizarán en el desarrollo del presente 

informe.  

 

2.3 ¿Correspondía que la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI declare la prescripción en el presente caso, aplicando lo establecido 

en la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General?  

 

De conformidad con lo señalado por la Sala, correspondía declarar la nulidad de la 

resolución de primera instancia y ordenar el archivo del procedimiento, en tanto se 

habría verificado que la potestad sancionadora de la autoridad administrativa había 

prescrito a la fecha de emisión de la resolución emitida por la Comisión, ello en 

aplicación de lo señalado en el artículo 252 del TUO de la LPAG en lo referido a la 

reanudación del plazo de prescripción.  

 

Al respecto, es necesario cuestionar si correspondía que la Sala aplique las normas 

establecidas en el TUO de la LPAG referidas al cómputo de plazo de prescripción y, 

en consecuencia, declare la nulidad de la resolución de primera instancia.   

 

III. ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE 

 

3.1 ¿El INDECOPI es la entidad competente para pronunciarse sobre casos en los 

que se analice la responsabilidad del proveedor de servicio de transporte aéreo 

ante el incumplimiento de itinerarios de vuelos? 

De acuerdo a lo indicado por Avianca en su recurso de apelación, el INDECOPI no 

sería la entidad competente para analizar los casos en los que se discuta la 

responsabilidad del proveedor de servicio de transporte aéreo ante el incumplimiento 

de itinerarios de vuelos, en la medida que dicha competencia estaría asignada a la 

Dirección General de Aeronáutica Civil (la DGAC) 



 

En principio, el sistema de Protección al Consumidor en el Perú en sede 

administrativa recae en el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 

Protección de la Propiedad Intelectual - INDECOPI, el cual es un organismo público 

especializado, adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros. Dicha institución, 

goza de autonomía funcional, técnica, económica, presupuestal y administrativa.  

El INDECOPI, entre otras funciones, busca proteger al consumidor final en el marco 

de las resoluciones de consumo que se celebran entre proveedores y consumidores, 

desincentivar conductas que tengan como resultado una pérdida de eficiencia del 

mercado y, aquellas conductas que mermen o limiten los derechos de los 

consumidores.  

En tal contexto, el artículo 2, literal d) del Decreto Legislativo 1033, Ley de 

Organización y Funciones del INDECOPI (en adelante el DL 1033) dispone que el 

INDECOPI es el organismo autónomo encargado de “proteger los derechos de los 

consumidores vigilando que la información en los mercados sea correcta, 

asegurando la idoneidad de los bienes y servicios en función a la información 

brindada y evitando la discriminación en las relaciones de consumo”.  

En concordancia con ello, el artículo 105 del Código señala que el INDECOPI es la 

autoridad competente para conocer infracciones en materia de protección al 

consumidor, la cual únicamente puede ser negada cuando esta haya sido asignada a 

otro organismo a través de una norma expresa con rango de ley.  

 

Es así que, tanto el Código como el DL 1033 definen la competencia primaria del 

INDECOPI como órgano estatal encargado de la protección de los derechos de los 

consumidores, la cual puede ser negada cuando, por norma expresa con rango de 

ley, haya sido asignada a otro organismo estatal de un sector específico del mercado 

(Exp. 0053-2018/CC2, considerando 10) 

 

Así, como bien señala el autor Julio Durand refiriéndose al Código (2016): 

 

Esta norma regula las relaciones entre consumidores y proveedores, fijando 

los derechos y las obligaciones que les corresponden a cada uno, así como el 



 

rol que debe desempeñar la autoridad de consumo para el cumplimiento de 

sus disposiciones, garantizando la adecuada protección de los derechos e 

intereses de los consumidores. (Pág. 95) 

 

Ahora bien, respecto del órgano sectorial competente, en materia de transporte aéreo 

de pasajeros, para regular, supervisar, fiscalizar y sancionar actividades aeronáuticas 

civiles, es importante tener en cuenta que dichas facultades se encuentran asignadas 

a la DGAC, ello de conformidad con lo establecido en la Ley de Aeronáutica Civil 

en su artículo 9: 

 

Artículo 9°.- De la competencia de la Dirección General de Aeronáutica 

Civil.  

La Dirección General de Aeronáutica Civil es competente para: (…)  

d) Regular, supervisar, controlar, fiscalizar y sancionar, todas las actividades 

aeronáuticas civiles, incluidas las que realiza el Estado, de conformidad con 

el Artículo 5, numeral 5.2 de la presente Ley 

 

Asimismo, la referida norma prevé en su artículo 10 que, dentro de las facultades de 

la DGAC, se encuentran: a) exigir el cumplimiento de las obligaciones previstas en 

los permisos de operación y vuelo, así como en las especificaciones técnicas de 

operación; (ii) suspender las actividades aeronáuticas cuando no se cumplan con las 

condiciones mínimas de seguridad operacional; (iii) exigir que el personal 

aeronáutico cuente con las licencias o habilitaciones técnicas requeridas; y, (iv) 

adoptar todas las medidas o acciones que sean necesarias para que las actividades 

aeronáuticas sean seguras. 

 

De la misma manera, el Decreto Supremo 050-2001-MTC que aprueba el 

Reglamento de la Ley de Aeronáutica Civil, establece determinados principios y 

normas que regulan la circulación de aeronaves civiles, tales como (i) el deber de 

operar en aeródromos y aeropuertos autorizados y cumplir con los procedimientos, 

condiciones y formalidades establecidos; (ii) el deber de portar certificados de 

matrícula, de aeronavegabilidad y contar con seguros vigentes; (iii) el deber de llevar 

a bordo la relación de nombres de los pasajeros y sus lugares de embarque y destino, 



 

así como los documentos que correspondan al equipaje y a la carga transportada; 

(iv) el deber de contar con el respectivo permiso de operación o permiso de vuelo, 

etc.  

 

Como es posible advertir, la regulación sectorial en materia de transporte aéreo 

dispone determinadas facultades a cargo de la DGAC que recogen, principalmente, 

aspectos técnicos u operativos vinculados con dicha actividad de transporte.  

 

En tal sentido, resulta importante determinar si el INDECOPI es el órgano 

competente para realizar el desarrollo jurisdiccional de la presente materia, 

entendiéndose esto, según lo indicado por el jurista Marco Cabrera y Rosa Quintana 

(2001): 

 

El sistema jurídico asigna tareas concretas a cada órgano estatal para que 

puedan actuar legalmente. En esto consiste la COMPETENCIA, en que el 

ente le incumbe atender asuntos determinados; es la posibilidad jurídica que 

tiene un órgano público de efectuar un acto válido. 

(…) 

En otros términos, la COMPETENCIA de los órganos administrativos es el 

conjunto de atribuciones que, en forma expresa o razonablemente implícita 

confieren la Constitución, las leyes y los reglamentos. (PP. 123 – 124) 

 

Ahora bien, tal como lo señala el DL 1033 y el Código, la competencia del 

INDECOPI para conocer presuntas infracciones a las normas de protección al 

consumidor únicamente puede ser negada cuando esta sea asignada a favor de otra 

entidad a través de una norma expresa con rango de ley, lo cual no ocurre en el 

presente caso.  

 

Siendo ello así, es posible validar que las normas sectoriales no afectan la 

competencia del INDECOPI para sancionar la falta de idoneidad en el servicio de 

transporte aéreo de consumidores, en tanto dichas normas no niegan ni excluyen tal 

facultad, pues no se ha otorgado a la DGAC de manera expresa – a través de una 

norma con rango de ley - dicha potestad respecto a infracciones en materia de 



 

protección al consumidor atribuidas al INDECOPI. 

 

Asimismo, conforme ha sido establecido por el la Sala Especializada den Protección 

al Consumidor del Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad 

Intelectual mediante Resolución 394-2020/SPC-INDECOPI, “el bien jurídico 

tutelado por el INDECOPI es indiscutiblemente el interés concreto de los 

consumidores, es decir, que los bienes o servicios que estos adquieran o contraten 

cubras las expectativas que razonablemente pudieron generar.”  

 

De otro lado, en el proceso judicial contencioso-administrativo iniciado por Miguel 

Segundo Ciccia Vásquez E.I.R.L. contra la Resolución 0221- 1998/TDC-

INDECOPI, se interpretó que las infracciones a las normas de protección al 

consumidor y a las normas emitidas por el Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones, eran de distinta naturaleza, de acuerdo al pronunciamiento de la 

Sala Civil Transitoria en la Sentencia del 15 de marzo de 2001, donde se concluyó 

lo siguiente: «Décimo.- Que, (...) las sanciones que puede imponer el Ministerio de 

Transportes y en su oportunidad la Comisión de Protección al Consumidor, son 

totalmente independientes entre sí, porque el Ministerio es competente para conocer 

de las infracciones al servicio de transporte público en general y la comisión de 

Protección al Consumidor puede actuar en aquellos casos en que el servicio ofrecido 

en el mercado a un usuario o destinatario final no resulte idóneo de acuerdo a las 

expectativas que tendría un consumidor razonable; (…)». 

 

Considerando ello, es necesario tener en consideración que las normas sectoriales, 

cuya aplicación es atribuible a la DGAC en el presente caso, regulan principalmente 

las condiciones de acceso y operatividad de la actividad aeronáutica civil.  

 

En tal sentido, considerando que los intereses y bienes jurídicos tutelados son 

distintos, siendo que, por una parte, el INDECOPI tutela los derechos de los 

consumidores afectados en un caso en concreto y, de otro lado, la DGAC procura un 

adecuado funcionamiento de las actividades aeronáuticas, la autoridad competente 

para conocer afectaciones a los derechos de los consumidores por incumplimientos 

de itinerario de vuelo por parte del proveedor de transporte aéreo, sería el 



 

INDECOPI. 

 

3.2 Sobre el deber de idoneidad: ¿Qué criterios deben seguir los órganos 

resolutivos del INDECOPI para determinar si un proveedor de servicio de 

transporte aéreo es responsable administrativamente por el incumplimiento de 

itinerarios de vuelo? 

 

Según lo indicado por la primera instancia, dada la naturaleza del servicio de 

transporte aéreo y la regulación que lo rige, el retraso o cancelación de un vuelo, en 

principio, configura un servicio no idóneo, en la medida que no satisfacen las 

expectativas generadas en los consumidores. No obstante, el proveedor de dicho 

servicio únicamente se liberará de responsabilidad por incumplimiento en caso 

acredite la ruptura del vínculo causal, lo cual determinará la inexistencia de nexo o 

continuidad causal y, por tanto, la inexistencia de responsabilidad.  

 

Sobre el particular, si bien, por regla general, una vez acreditado un defecto, la carga 

de la prueba es invertida y corresponde al proveedor probar que tal defecto no le es 

atribuible - ello de conformidad con lo establecido en el artículo 104 del Código - es 

necesario tener en consideración cómo se debe aplicar las exigencias derivadas del 

deber de idoneidad en la prestación del servicio de transporte aéreo, ello tomando en 

cuenta la regulación sectorial aplicable.  

 

En primer lugar, no debe perderse de vista que, un defecto en la ejecución del 

servicio no puede considerarse como una infracción a las normas de protección al 

consumidor por sí mismo, ello considerando que la obligación legal con la que 

cuentan los proveedores de garantizar un servicio idóneo no significa que deban 

garantizar que sus servicios nunca van a presentar fallas en su ejecución, pues de lo 

contrario, nos encontraríamos ante una obligación de imposible cumplimiento.  

 

Cabe señalar además que dicho criterio fue asumido por el autor Gustavo García 

(2014) al señalar que: 

 

Sin embargo, la cuestión que se plantea es otra. ¿Deben los productos ser 



 

perfectos? Nótese que la disposición mencionada parte de la premisa de la 

existencia de defectos de fabricación, elaboración, estructura, calidad, 

condiciones sanitarias o de posibles vicios ocultos. ¿Tiene sentido que el 

proveedor sea responsable por el solo hecho de poner a disposición del 

consumidor un producto con un defecto aunque exprese su disposición a 

remediar ello en los términos del inciso c) del artículo 97? Nosotros creemos 

que la respuesta es negativa. 

 

Esta misma solución fue a la que arribó la Sala Especializada en Protección 

al Consumidor en un caso resuelto en el año 2012. Así, la Sala señaló que: 

“[Una] interpretación sistemática de las normas sobre el deber de idoneidad 

en la venta de productos establecidas en el Código, específicamente de los 

artículo 18, 19 y 97, permiten establecer que la idoneidad no implica per se 

la ausencia absoluta de fallas o deficiencias de dichos productos sino, más 

bien, el deber del proveedor de actuar y brindar al consumidor alternativas 

razonables para solucionar el problema oportunamente, por medio de la 

reparación o sustitución del producto, o devolución de lo pagado, según el 

caso concreto. Ello atendiendo a que el Código ha dispuesto tales soluciones 

en términos de derechos de los consumidores” (PP. 309-310) 

 

Es así que puede concluirse que la obligación legal de los proveedores consiste en 

solucionar, bajo las reglas de la garantía implícita, explícita o legal, las fallas o 

desperfectos que puedan presentarse. 

 

En efecto, mediante resolución 475-2014/CC2 emitida por la Comisión de 

Protección al Consumidor N° 2 del INDECOPI, se dispuso lo siguiente: “En ese 

sentido, la Comisión considera que la sola existencia de un defecto en el bien no 

amerita, de forma automática, la determinación de la responsabilidad del proveedor, 

siendo necesario analizar si dicho defecto fue subsanado en virtud de la garantía con 

la que cuenta cada producto.” 

 

En tal sentido, considero que, en concordancia con lo antes señalado, la eventual 

cancelación, demora o reprogramación de un vuelo no debe considerarse, por sí 



 

mismo, como una infracción al deber de idoneidad previsto en el artículo 19 del 

Código, en la medida que debe analizarse los motivos de tales incumplimientos, lo 

establecido en la norma sectorial y las acciones adoptadas por el proveedor de 

transporte aéreo al respecto ante la presentación del defecto.  

 

Es así que es menester considerar que la Ley de Aeronáutica Civil prevé en su 

artículo 274 que, ante la cancelación de un vuelo, el pasajero puede optar por 

efectuar el viaje en el vuelo siguiente que realice el mismo transportador aéreo en 

igual o similar ruta. Asimismo, dispone que en tales casos, los pasajeros tendrán 

derecho al pago de gastos de alojamiento, alimentación, comunicación y 

desplazamiento que resulten necesarios.  

 

Asimismo, a criterio del autor Javier Eleizalde (2008) respecto a la responsabilidad 

de los proveedores y las medidas de protección otorgadas, considera que 

  

(…) La promulgación de las normas protectoras de los derechos de los 

pasajeros, y en particular de embarque injustificado, la cancelación y retrasos 

de vuelos, acompañados estos hechos de respectivas y correspondientes 

compensaciones, reembolsos o viajes alternos, así como la debida asistencia 

a la cual ya tienen derecho en estos casos, fijan o establecen la 

responsabilidad del transportista y como consecuencia la obligación de pagar 

la compensación según sea el caso y/o reembolsar el importe del billete; 

amén de asistir de forma debida a los pasajeros afectados según sea el caso, 

sólo por haber incumplido con las condiciones establecidas en el boleto aéreo 

(…) cancelación del vuelo; y retraso en los mismo. Es decir, si se comprueba 

el incumplimiento del transportista de embarcar al pasajero en el vuelo 

contratado con reserva confirmada, de la cancelación del vuelo escogido y 

confirmado y se comprueba el retraso del vuelo, automáticamente debe 

responder al pasajero por dicho incumplimiento. (Pág. 6) 

 

Como es posible concluir, tanto de la jurisprudencia como de la doctrina antes 

indicada, el hecho de otorgar medidas de protección o compensatorias a los 

consumidores ante el incumplimiento de itinerarios de vuelo, debe ser tomado en 



 

cuenta al momento de evaluar la responsabilidad – o ausencia de esta – de los 

transportistas aéreos. Dicha situación debe ser entendida como garantía ante las 

incidencias que puedan presentarse.  

 

En tal sentido, con la finalidad de evaluar si la prestación del servicio de transporte 

aéreo por parte de los proveedores resulta idónea, considero que es necesario: 

 

a) Tener certeza sobre los hechos que generaron las demoras, cancelaciones o 

reprogramaciones de los vuelos; y,  

 

b) Constatar el cumplimiento de las medidas de protección o compensación 

establecidas en las normas sectoriales.  

 

En tal sentido, en caso se constate que el proveedor de servicio de transporte aéreo 

brindó las medidas de compensación establecidas en la norma, este deberá ser 

exonerado de responsabilidad.  

 

Ahora bien, sobre este punto, es importante tener en cuenta que la norma sectorial 

aeronáutica prevé formas de compensación que deben ser empleadas ante 

incumplimientos de itinerarios de vuelo. De esta manera, el artículo 8 de la Decisión 

Andina 619, Normas para la Armonización de los Derechos y Obligaciones de los 

Usuarios, Transportistas y Operadores de los Servicios de Transporte Aéreo en la 

Comunidad Andina (en adelante, la Decisión Andina 619) señala que:  

 

“Artículo 8.- Derecho a compensación: En los casos de cancelaciones, 

interrupciones o demoras en que no haya tenido lugar el reembolso, o ante 

cualquier otro evento que sea imputable al transportista aéreo, así como en 

los de sobreventa de cupos, se procurará el transporte alternativo y, de no ser 

posible, se compensará al pasajero conforme a lo siguiente: 

a) Retraso: Cuando haya retraso en la iniciación del vuelo (inicio del rodaje 

para decolar) y, por lo tanto, no se cumpla con el horario programado del 

vuelo autorizado, se observará lo siguiente: 

- Cuando el retraso sea mayor de dos (2) horas e inferior a cuatro (4), se 



 

suministrará al pasajero un refrigerio y una comunicación gratuita por el 

medio más idóneo, equivalente a una llamada telefónica que no exceda de 

tres (3) minutos, al lugar de elección del pasajero; 

- Cuando el retraso sea superior a cuatro (4) horas e inferior a seis (6), además 

de lo anterior, se deberá proporcionar al pasajero, alimentos (desayuno, 

almuerzo o comida, según la hora); y, 

- Cuando el retraso sea superior a seis (6) horas, además de lo anterior, el 

transportista deberá compensar al pasajero conforme a lo establecido en el 

literal e) de este numeral. En este caso, el transportista aéreo deberá, 

adicionalmente, proporcionarle hospedaje en los casos en que sea necesario 

pernoctar, gastos de traslado, o el reembolso (inmediato de no estar en su 

lugar de residencia habitual), a elección del pasajero, a menos que el pasajero 

acepte voluntariamente prolongar la espera cuando sea previsible que el 

vuelo se vaya a efectuar dentro de un plazo razonable. 

Interrupción del transporte. En los casos de interrupción del transporte, si el 

pasajero no opta por la devolución de la parte proporcional del precio 

correspondiente al tramo no cubierto, se le compensará la demora sufrida 

hasta la reanudación del viaje, conforme a lo indicado en el literal a) 

precedente según corresponda. 

c) Cancelación. En los casos que el transportista aéreo decida cancelar el 

vuelo teniendo el pasajero reserva confirmada, sin que se le hubiese 

reintegrado el valor neto del billete ni se le hubiese conseguido vuelo 

sustitutivo para el mismo día, se le sufragarán los gastos de hospedaje en los 

que sea necesario pernoctar y de traslado. Además, si se presenta demora 

antes de la cancelación del vuelo, el usuario recibirá las compensaciones 

previstas en el literal a) precedente, según corresponda.”  

 

De la norma antes indicada, se verifica que solo se contempla formas de 

compensación que deben ser empleadas por los transportadores aéreos a favor de los 

pasajeros afectados a partir de retrasos en los vuelos que sean mayores de dos horas.  

 

Por tanto, en la medida que la normativa comunitaria andina no contempla la 

posibilidad de adoptar medidas de protección para los pasajeros en los supuestos de 



 

vuelos demorados hasta dos (2) horas, se podría concluir con facilidad que tales 

vuelos no calificarían como incumplimientos de itinerarios, desde la perspectiva de 

la regulación sectorial aplicable.  

 

Ergo, tampoco deberían calificar como supuestos infractores (infracción al deber de 

idoneidad) para el INDECOPI al no estar contemplados como supuestos de 

incumplimientos de itinerarios, según lo dispuesto en la Decisión Andina 619.  

 

En consideración a lo expuesto, es posible concluir que: 

 

a. En los casos en que se verifique que el proveedor de servicio de transporte aéreo 

haya otorgado a los consumidores medidas de compensación ante el retraso, 

cancelación o reprogramación de vuelos, no deberá atribuírsele responsabilidad 

administrativa alguna ante una denuncia en materia de protección al consumidor, 

ello en aplicación de la garantía legal establecida mediante la normativa 

sectorial. 

 

b. En los casos de retraso de vuelos en los que se verifique una demora menor a 

dos (2) horas, no debe constituir infracción alguna al deber de idoneidad previsto 

en el Código.  

 

3.3 ¿Correspondía que la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI declare la prescripción en el presente caso, aplicando lo establecido 

en la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General?  

 

En virtud de lo establecido en el artículo 91 del TUO de la LPAG, para seguir un 

procedimiento, la autoridad administrativa, necesariamente y de oficio, debe 

asegurarse de su propia competencia. Es así que, en atención a lo dispuesto en la 

referida norma, el INDECOPI se encuentra obligado a revisar, incluso de oficio, los 

requisitos de procedencia (por ejemplo, su competencia) para, posteriormente, 

proceder a analizar el fondo de una controversia.  

 

Ahora bien, de acuerdo a lo indicado por el autor Victor Baca (2015), la prescripción 



 

es una limitación al ejercicio del ius puniendi del estado, al señalar que:  

 

Se trata de una limitación al ejercicio tardío del ius puniendi, que tiene un 

doble fundamento: desde la perspectiva del administrado, en la seguridad 

jurídica, la cual exige que la amenaza de sanción tenga un término final; y, 

desde la perspectiva de la Administración, en la eficacia de su actuación, que 

le exige dedicar su atención a las infracciones actuales y no tanto a las 

pasadas, para optimizar sus recursos. 

 

En el ámbito de la protección al consumidor, es necesario remitirnos a lo estipulado 

en el artículo 121 del Código, el cual señala que el plazo con el que cuenta el 

INDECOPI para determinar la existencia de infracciones administrativas prescribe 

a los dos (2) años computados a partir de la fecha en que se cometió la infracción o 

desde que esta cesó si esta fuera una infracción continuada. Transcurrido dicho 

plazo, la autoridad pierde la potestad de investigar y sancionar las infracciones que 

hubieran podido cometer los proveedores en la venta de bienes y prestación de 

servicios.  

 

Asimismo, cabe señalar que el cómputo del plazo de prescripción previsto en el 

Código se corresponde con lo dispuesto en el artículo 252° de la LPAG, al señalar 

que: Para el cómputo del plazo de prescripción o su suspensión, se aplica lo 

dispuesto en el artículo 233 de la Ley 27444., Ley del Procedimiento Administrativo 

General1.  

 

Es así que, de la revisión del referido artículo de la LPAG, es posible advertir que el 

cómputo del plazo de prescripción comenzará a partir del día en que la infracción se 

hubiera cometido (infracción instantánea) o desde que cesó, si fuera una acción 

continuada. 

 

Cabe señalar además que dicha posición ha sido compartida por el Ministerio de 

 
1   Cabe señalar que, si bien el Código hace referencia al artículo 233 de la LPAG, ello fue consignado de 

manera previa a la aprobación del TUO de la LPAG, donde lo dispuesto en dicho artículo ahora se 

encuentra previsto en el artículo 252.  

 



 

Justicia (2017) al señalar que:  

 

El Decreto Legislativo N° 1272 modificó la figura de la prescripción en la 

normativa administrativa precisando que el inicio del cómputo de los plazos 

de prescripción se regiría conforme al tipo de infracción de la que se trate. 

Así, se tiene los siguientes supuestos:  

1. Cuando se trata de infracciones instantáneas o instantáneas de efectos 

permanentes: Se comienza a contar a partir del día en que la infracción se 

hubiera cometido.  

2. Cuando se trata de infracciones continuadas: Se comienza a contar desde 

el día en que se realizó la última acción constitutiva de la infracción.  

3. Cuando se trata de infracciones permanentes: Se comienza a contar desde 

el día en que la acción cesó. 

 

Por otro lado, el numeral 2 del artículo 252 del TUO de la LPAG establece que el 

cómputo del plazo de prescripción solo se suspende con el inicio del procedimiento 

administrativo a través de la notificación al administrado de los hechos constitutivos 

de infracción que le sean imputados a título de cargo y que, luego de que el plazo de 

prescripción se encuentre suspendido, este se reanuda inmediatamente si el trámite 

del procedimiento se mantuviera paralizado por más de veinticinco (25) hábiles por 

causas no imputables al administrado.  

 

De igual manera, es importante precisar que, a efectos de contabilizar el plazo de 

prescripción y conforme lo señala el jurista Victor Baca (2012), únicamente debe 

tomarse en consideración el tiempo transcurrido durante la tramitación del 

procedimiento en primera instancia (prescindiendo del periodo transcurrido durante 

su tramitación en segunda instancia): 

 

En dicho artículo, se ha afirmado lo siguiente: “(…) es preciso hacer una 

última precisión sobre el ámbito en que actúan estos plazos prescriptorios 

y de caducidad, pues algún autor ha defendido que se aplican también en 

los procedimientos de recurso. No obstante, la generalidad de la doctrina 

y de la jurisprudencia comparada no admiten este criterio, que ha sido 



 

negado por el Tribunal Supremo español (STSE de 15 de diciembre de 

2004, Repertorio Aranzadi 2005/4800). Por tanto, una vez sancionada en 

primera instancia la conducta infractora, si el administrado impugna la 

decisión, la demora de la Administración en responderle no reiniciaría o 

reanudará el plazo prescriptorio de la infracción, sino que, simplemente, 

lo habilitará para entender que se ha producido un silencio negativo, 

como lo establece la LPAG.” (Pág. 268) 

 

Cabe señalar además que dicha disposición cobra sentido tomando en cuenta que la 

actuación de la segunda instancia se limita a brindar un nuevo pronunciamiento 

sobre una determinada controversia (sin perjuicio de las actuaciones adicionales que 

estime pertinentes realizar para la resolución de un caso en concreto), con ocasión 

al recurso de apelación que plantee un administrado luego de haber sido sancionado 

(Fundamento 66. Expediente 017-2017/ILN-CPC). 

 

Considerando lo indicado previamente, respecto al caso en particular, la Sala 

verificó que el procedimiento administrativo, tramitado en primera instancia, se 

encontró paralizado por más de 25 días hábiles durante los periodos comprendidos 

entre: (i) la emisión del  Oficio 99-2017/ILN-CPC y la Resolución 3; (ii) entre la 

Resolución 3 y la Resolución 4; y, (iii) entre la Resolución 97-2018/ILN-CPC y la 

Resolución Final 277-2018/ILN-CPC, motivo por el cual correspondía que el plazo 

prescriptorio se reanude de manera automática.  

 

En tal sentido, teniendo en cuenta ello, resultaba claro que, en aplicación de lo 

señalado en el Código, en concordancia con lo estipulado en el TUO de la LPAG, 

correspondía reanudar el cómputo del plazo de prescripción de la presunta conducta 

infractora para que, en caso se verifique el transcurso de los dos (2) años previstos 

en el Código desde la ocurrencia de la infracción (tratándose de una de naturaleza 

inmediata), el INDECOPI declare improcedente el procedimiento y en consecuencia 

el archivo inmediato de este. 

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS 



 

  PROBLEMAS JURIDICOS IDENTIFICADOS

  

En cuanto a la Resolución Final N° 277-2018/ILN-CPC expedida por la primera 

instancia, considero que no correspondía que la Comisión efectúe un análisis sobre el 

fondo del asunto, en la medida que la potestad sancionadora, a la fecha de emisión de 

la referida resolución, ya había prescrito, ello en aplicación de lo establecido en el 

artículo 121 del Código, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 252 del TUO 

de la LPAG.  

Asimismo, resultaba necesario que la Comisión considere que, conforme lo señalado 

en el artículo 91 del TUO  de la LPAG, la autoridad administrativa, incluso de oficio, 

debía asegurarse de su propia competencia, en tanto dicha norma dispone que: Recibida 

la solicitud o la disposición de autoridad superior, según el caso, para iniciar un 

procedimiento, las autoridades de oficio deben asegurarse de su propia competencia 

para proseguir con el normal desarrollo del procedimiento, siguiendo los criterios 

aplicables al caso de la materia, el territorio, el tiempo, el grado o la cuantía. 

En tal sentido, si bien Avianca no solicitó en su escrito de descargos ni a través de un 

escrito complementario a lo largo del procedimiento que el procedimiento sea 

archivado por haber operado la prescripción, correspondía que la Comisión – de 

manera previa a emitir un pronunciamiento y de oficio – verifique su propia 

competencia y, en consecuencia, evalúe si la potestad sancionadora con la que contaba 

se encontraba prescrita, lo cual no ocurrió en el presente caso. 

Cabe recalcar la necesidad de que la Comisión advierta, de oficio, que la potestad 

sancionadora con la que contaba se encontraba prescrita, ello teniendo en consideración 

que, a diferencia de lo que ocurre en el derecho privado, se entiende que en el ámbito 

administrativo la prescripción es de orden público, en tanto impide el ejercicio de una 

potestad administrativa, motivo por el cual debe declararse de oficio (Caballero 

Sánchez. 1999. PP 443 – 445)  

Así, pese a que la potestad sancionadora de la autoridad administrativa ya había 

prescrito a la fecha de emisión de la resolución de primera instancia, la presunta 

infracción consistente en haber demorado o cancelado la salida de 21 vuelos fue 

indebidamente sancionada por la Comisión. 



 

Sin perjuicio de ello, respecto al criterio adoptado por la Comisión referido a la 

aplicación del deber de idoneidad en los casos en que se discuta la responsabilidad del 

proveedor por el incumplimiento de itinerarios de vuelo, considero que la primera 

instancia no realizó una correcta interpretación de las disposiciones contenidas en la 

normativa sectorial (medidas compensatorias y retrasos menores a dos horas) ni la 

aplicación del deber de idoneidad considerando las garantías ofrecidas por el 

proveedor.  

Asimismo, considero que la Comisión debe tener en cuenta que el Aeropuerto 

Internacional Jorge Chávez (ubicación en el cual se levantaron las actas de inspección 

que sustentaron el inicio del procedimiento bajo análisis) cuenta con determinadas 

deficiencias estructurales que impiden un tránsito fluido de aeronaves y pasajeros, 

puesto que dicho aeropuerto se encuentra diseñado para soportar una determinada 

capacidad de pasajeros y, lo que sucede en la realidad es que dicha locación acoge casi 

el doble de su capacidad, tal como lo ha determinado un estudio elaborado por Lima 

Airport PArtners y OSITRAN; 

 

De otro lado, la Resolución Final 3540-2018/SPC-INDECOPI emitida por la Sala, 

realiza un análisis correcto de la competencia de la Comisión para realizar un análisis 

de fondo, pese a que el administrado (Avianca) no había advertido tal situación en 

su escrito de apelación.  



 

 

Así, es importante recalcar que, a diferencia de la Comisión en primera instancia, la 

Sala aplica correctamente lo establecido en el artículo 91 del TUO de la LPAG y, de 

oficio, advirtió el vicio incurrido por la primera instancia y declaró la nulidad de su 

pronunciamiento.  

 

Sin embargo, pese a encontrarme de acuerdo con el pronunciamiento realizado por 

la Sala en segunda instancia al declarar la nulidad de la resolución emitida por la 

Comisión, en tanto la potestad sancionadora de dicho órgano ya había prescrito con 

anterioridad a la emisión de su pronunciamiento, considero que resultaba necesario 

que la Sala, antes de pronunciarse sobre lo antes indicado, desarrolle el punto 

alegado por Avianca en su escrito de apelación referido a la competencia del 

INDECOPI para conocer procedimientos en los que se discuta la responsabilidad del 

proveedor de servicio de transporte por el incumplimiento de itinerarios de vuelo.  

 

Así, considero que resultaba sumamente importante que la Sala, de manera previa a 

pronunciarse sobre la nulidad advertida, delimite de manera clara su competencia 

para conocer el caso bajo cuestión, en la medida que, en el supuesto de que hubiese 

concluido que la entidad competente para conocer tal procedimiento administrativo 

sancionador – debido a la especialidad de la materia – era la DGAC, lo que hubiera 

correspondido realizar era declinar la competencia del INDECOPI y remitir los 

actuados a dicha entidad (la DGAC) y, en consecuencia, ya no hubiera 

correspondido que la Sala se pronuncie respecto a la prescripción desarrollada.  

 

V. CONCLUSIONES 

5.1 Como resultado del análisis del procedimiento administrativo expuesto, es 

posible concluir que la Comisión no realizó una aplicación correcta del deber 

de idoneidad y no tomó en consideración las disposiciones contenidas en las 

normas sectoriales. 

5.2 A efectos de analizar la responsabilidad de los proveedores de servicio de 

transporte aéreo ante el incumplimiento de itinerarios de vuelos, es importante 

tener en cuenta las medidas de compensación adoptadas y el tiempo de demora 



 

incurrido, ello conforme lo señala las disposiciones contenidas en la 

regulación sectorial aplicable.  

5.3 Respecto a la competencia para conocer procedimientos en los que se discuta 

la responsabilidad del proveedor de servicio de transporte aéreo ante el 

incumplimiento de itinerarios, es posible concluir que la entidad competente 

para conocer dichos casos es el INDECOPI y no la DGAC.  

5.4 Después de haber analizado la resolución expedida por la segunda instancia, 

concluyo que dicha resolución fue la correcta y favorable para el administrado, 

en tanto se verificó que la potestad sancionadora de la Comisión a la fecha de 

emisión de la resolución de primera instancia, ya había prescrito.  
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